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Ref: Respuesta a su oficio de fecha 10 de agosto de 2011. 
Señor Presidente:

De manera atenta me permito responder en los siguientes términos a su comunicación de la referencia, en la cual usted solicita se precisen los criterios que justificaron la adopción del Acuerdo No. PSAA11-8294, del 30 de junio del presente año, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, mediante el cual se crean, con carácter transitorio, a partir del 1º de Julio y hasta el 16 de diciembre de 2011, “cargos de funcionarios judiciales de alta Jerarquía”. 

Para mayor claridad e ilustración del tema, responderé de acuerdo con el siguiente ordén lógico:

1. ANTECEDENTES

· El doctor HENRY VILLARRAGA OLIVEROS Presidente de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con oficios PSD-142 y 143 del 11 de marzo de 2011, solicitó la creación de unos cargos de Magistrados Auxiliares, motivada en la agilización de los trámites para evacuar las pruebas en los procesos y la búsqueda de garantías de imparcialidad y coherencia en los funcionarios comisionados para evacuar las pruebas ordenadas.
· La solicitud anteriormente descrita, fue reiterada con oficio del 30 de Mayo, mediante la cual, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura solicitó incluir un Plan de Descongestión prioritario justificado en el elevado número de quejas de trascendencia social que afectan el patrimonio público, presentadas por la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República, el Ministerio del Interior y de Justicia, Cajanal, el Instituto de los Seguros sociales, Caprecom, Ministerio de Defensa; Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Ministerio de Medio Ambiente y Agua Potable, y la Fiscalía General de la Nación.
· Las mencionadas solicitudes, fueron evaluadas como corresponde a nuestra estructura administrativa, en primer lugar, por la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico, “UDAE” de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura en documento técnico, el cual fue puesto en consideración de la Sala Administrativa Superior, en varias sesiones, y hasta en Sala Plena de la Corporación se comentó esta problemática. Finalmente, fue expedido el Acuerdo respectivo, al cual usted alude, de fecha 30 de junio de 2011.

2 JUSTIFICACIÓN

2.1 Si se observa con detenimiento el título del Acuerdo ya citado que aprobó las medidas de descongestión para la Sala Disciplinaria, al igual que los Acuerdos que aprobaron medidas similares en las demás Jurisdicciones, se concluye con claridad que el criterio natural, básico y fundamental, es adoptar precisamente medidas de descongestión, dentro del Plan Nacional de Descongestión y del Plan Complementario al mismo, de conformidad con el artículo 63 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, tal como fue modificado por el artículo 15 de la Ley 1285 de 2009 y en el artículo 63A, tal como fue adicionado por el Art. 16 de la Ley 1285 de 2009.

En efecto, el artículo 15 de la Ley 1285 de 2009, ordena que habrá un Plan Nacional de Descongestión que será concertado con la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. En dicho plan se definen los objetivos, los indicadores de congestión, las estrategias, los términos y los mecanismos de evaluación de la aprobación de las medidas y en consecuencia es facultad legal de esta Sala ejecutar dicho Plan y aprobar las medidas pertinentes. Dicha norma no ofreció problemas de constitucionalidad, porque la misma Corte Constitucional ha entendido, en reiterada jurisprudencia, que representa una estrategia transitoria para superar los graves problemas de congestión judicial por los que atraviesa buena parte de la Administración de Justicia. Con ello se pretende dar atenta respuesta a una difícil situación que afecta la celeridad y eficiencia de la administración de justicia y dar estricto cumplimiento a los términos procesales, según las exigencias del Art. 228 de la Carta Política (Corte Constitucional, Sentencia C-037 de 1996). Ver también, entre otras, sentencia C-162 de 1999, y C-713 de julio de 2008. 

Y el artículo 16 de la misma Ley dispone que por razones de seguridad nacional o para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional, o en el caso de graves violaciones a los derechos humanos, o de crímenes en esa humanidad, o de asuntos de especial trascendencia social, las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas, Secciones o Subsecciones del Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de la Judicatura o la Corte Constitucional, señalarán la clase de procesos que deberán ser tramitados y fallados preferentemente. 

2.2 Para este efecto, es necesario considerar, por otra parte, que en el trámite de los procesos que competen al Consejo de Estado, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo Superior de la Judicatura, y a la Sala Disciplinaria del Consejo Superior, sólo los Magistrados Auxiliares pueden ser comisionados para (i) practicar pruebas, (ii) adoptar decisiones de trámite o sustanciación para resolver los recursos presentados en relación con dichas pruebas. Así lo dispone el artículo 18 de la Ley 1285 de 2009 (que adiciona con un parágrafo el artículo 93 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia) y que tiene como antecedente el artículo 10 del Decreto 2067 de 1991. 

En este mismo sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia C-798 de 2003, MP. Jaime Córdoba Triviño, explicó que “en atención a lo dispuesto por los artículos 1, 2, 4, 113 y 116 de la Constitución, es legítimo que el legislador admita la delegación del juez en sus subalternos, con la condición que el objeto de la delegación no involucre la toma de decisiones de carácter judicial, las cuales están reservadas al funcionario judicial”. En la misma providencia se advirtió que esa facultad tiene fuertes restricciones, de manera que “el Legislador no podrá disponer que a través de delegación un funcionario judicial invista de jurisdicción a empleados de su despacho”.

Y, en la Sentencia C-037 de 1996, la Corte Constitucional destacó que, considerando la naturaleza de las responsabilidades legales asignadas a los magistrados auxiliares, “en particular el de colaborar con el despacho del respectivo magistrado, se encuentran facultados para la práctica de las pruebas que les sean comisionadas por el titular del despacho judicial”. Así, declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 125 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia
: “bajo el entendido que los magistrados auxiliares que pertenecen a las altas cortes de la Rama Judicial, habida cuenta de la naturaleza de las responsabilidades legales que les corresponde desempeñar, se encuentran facultados para la práctica de las pruebas que les sean comisionadas por el titular del despacho judicial”. 

En la Sentencia C-713 de 2008, correspondiente a la revisión previa de constitucionalidad de la Ley 1285 de 2009, que reforma la Ley 270 de 1996, Estatuaria de la Administración de Justicia, la Corte Constitucional señaló que “La facultad de comisión para la práctica de pruebas por los magistrados auxiliares es constitucionalmente válida” y: “En concordancia con lo anterior, la segunda facultad prevista en la norma objeto de estudio, según la cual los magistrados auxiliares pueden ser comisionados para adoptar decisiones de trámite o sustanciación a fin de resolver los recursos presentados en relación con las pruebas por ellos practicadas, no plantea vicio de constitucionalidad, siempre y cuando se entienda que las facultades allí consagradas se circunscriben al ámbito de la comisión para la práctica de las pruebas, es decir a los actos dirigidos al cumplimiento de la prueba ya decretada y directamente vinculados a ella”. 

Como consecuencia de lo anterior, dada la naturaleza de la función y de la medida de descongestión aprobada, lo pertinente y razonable, desde el punto de vista técnico, y así lo recomendó la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico, “UDAE” de la Sala Administrativa, fue crear cargos de magistrados auxiliares.

2.3 Para su mayor ilustración, y la de la Sala Plena de esa H. Corte Constitucional, le informo que en idénticas condiciones, bajo los mismos criterios y dentro del Plan Nacional de Descongestión y de su Plan Complementario, y con el objeto de impactar el conjunto de la Rama Judicial, es decir todas las jurisdicciones, la Sala Administrativa también aprobó, para la vigencia del año 2011, las siguientes medidas:

· La creación de 98 cargos de Magistrados de Tribunales, de los cuales 68 corresponden a la Jurisdicción Ordinaria y 30 a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

· La creación de 26 cargos de Magistrados Auxiliares, que son equivalentes a Magistrados de Tribunales, para el Consejo de Estado.
· La creación de 13 cargos de Magistrados Auxiliares para la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
· La creación de 9 cargos de Magistrados Auxiliares para la Corte Suprema de Justicia 

· La creación de 2 cargos de Magistrados auxiliares para la Corte Constitucional.

Adicionalmente, como medida permanente, se crearon también 15 cargos de Magistrados de Tribunal para la Jurisdicción Ordinaria.
Conforme a lo anterior, cabe destacar que las creaciones de cargos de “Alta Jerarquía” como lo señala su comunicación de la referencia, fueron adoptados por nuestra Corporación, como se aprecia en los párrafos precedentes, para la Jurisdicción Ordinaria, Contencioso Administrativo, Constitucional y Disciplinaria, según las necesidades y los requerimientos que fueron plenamente identificados en los estudios técnicos elaborados por la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico “UDAE” y discutidos y aprobados por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.  
Para finalizar este acápite, vale la pena mencionar que dentro del mismo Plan Nacional de Descongestión y su Plan Complementario, se adoptó la creación de 35 cargos de empleados para la Corte Constitucional, por valor de $1.950.817.017. 

3 RECURSOS CON SITUACIÓN DE FONDOS

El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Dirección del Presupuesto Público Nacional, por gestión directa de la Sala Administrativa y de los Presidentes de las Altas Cortes modificó a “con situación de fondos” un total de $200.000.000, provenientes del recaudo de arancel judicial (Ley 1394 de 2010), asignados a la Rama Judicial mediante Decreto 4803 de 2010, por el cual se liquida el Presupuesto General de la Nación.

De conformidad con el oficio No 2-2011-016502, el Director General del Presupuesto Público Nacional, doctor Fernando Jiménez Rodríguez, aclara que de dichos recursos  
cambiados a con situación de fondos, 60.000 millones del presupuesto de funcionamiento, tienen como propósito la adopción de medidas de descongestión y de estos, $3.282 millones deberán destinarse para la creación de la Comisión Instructora Requerida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.

La anterior destinación de recursos se origina por una serie de encuentros entre la Presidencia de la República y la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura, con ocasión del planteamiento y expedición del Estatuto Anticorrupción o Ley 1474 de 2011, “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la Gestión Pública”.

En el capítulo tercero de la Ley antes referida, se adoptan unas medidas disciplinarias para la lucha contra la corrupción. De conformidad con los artículos 41 y 42 de esta Ley, “Además de lo previsto en la Constitución Política la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura o de los Consejos Seccionales según el caso, examinará la conducta y sancionará las faltas de los auxiliares de la Justicia..”

De igual manera “… la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura a solicitud de parte u oficiosamente ejercerá el poder Preferente Jurisdiccional Disciplinario, en relación con los procesos que son competencia de sus Seccionales, respetando el debido proceso y la doble instancia; igualmente podrá disponer el cambio de radicación de los mismos, en cualquier etapa. Para el cumplimiento de estas funciones y las de su competencia creará por medio de su reglamento interno las salas de decisión pertinentes”.

No obstante lo anterior, la Sala Administrativa no tuvo en cuenta dicha comunicación del Director General del Presupuesto Público Nacional, sino los estudios técnicos elaborados por la UDAE,  y con fundamento en su autonomía e independencia, al final, replanteó las medidas solicitadas y su costo fue del orden de los $2.132.212.818, para 5.5 meses, de los cuales ya han transcurrido mes y medio sin que se hubieran producido los nombramientos, para un costo real a la fecha si se designaran dichos funcionarios,  de $1.550.700.231, por cuatro meses, desestimando los 3.282 millones que inicialmente planteó el Gobierno Nacional para la descongestión de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria.

4 GESTIÓN JURISDICCIONAL
Durante el año 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad con los registros del SIERJU, presentó la siguiente gestión:
Movimiento de Procesos Sala Jurisdiccional Disciplinaria

Enero a Diciembre -Año 2010

	Nombre Despacho
	Total Inventario Inicial
	INGRESOS
	EGRESOS
	Total Inventario final
	Promedio Mensual de Ingresos
	Promedio Mensual de Egresos
	Índice de evacuación parcial

	JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
	169
	1.051
	1.046
	174
	88
	87
	100%

	PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
	563
	1.142
	1.502
	203
	95
	125
	132%

	ANGELINO LIZCANO RIVERA
	387
	894
	1.021
	260
	75
	85
	114%

	JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
	484
	676
	1.023
	137
	56
	85
	151%

	HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
	1.024
	965
	1.179
	810
	80
	98
	122%

	JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ
	694
	1.208
	1.708
	194
	101
	142
	141%

	MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
	612
	1.195
	1.647
	160
	100
	137
	138%

	TOTALES
	3.933
	7.131
	9.126
	1.938
	85
	109
	 

	Fuente: SIERJU. Corte Marzo 19 de 2011
	
	
	
	
	
	


· El promedio de ingresos de los siete (7) despachos de Magistrado de la Sala Disciplinaria para el período de enero a diciembre de 2010 fue de 85 procesos mensuales.

· El promedio de egresos de los siete (7) despachos de Magistrado de la Sala Disciplinaria para el período de enero a diciembre de 2010 fue de 109 procesos mensuales.

· El índice de evacuación parcial de la Sala Jurisdiccional Disciplinara asciende a 128%. Lo anterior significa que de cien procesos que ingresan a la Sala Disciplinaria, se evacuan los cien en su totalidad, y adicionalmente, la gestión y productividad que se reporta, permite la evacuación adicional de 28 procesos, logrando impactar en la reducción del inventario.

· Los magistrados de la Sala Disciplinaria registraron una carga de 11.064 procesos (inventario inicial más ingresos), de los cuales dieron salida a 9.126 procesos. En el año 2010 se acumularon 1.938 procesos, es decir, en promedio 277 por magistrado.

· Se concluye que debido a la elevada carga laboral de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria y a sus niveles de productividad frente a la demanda, es necesario adoptar medidas de descongestión adecuadas para reducir la congestión de esta Jurisdicción en el marco del Plan Nacional de Descongestión.

· De conformidad con las anteriores consideraciones, la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico otorgó la respectiva viabilidad técnica a la Sala Administrativa para crear 13 cargos de Magistrados Auxiliares a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria, con las siguientes metas de gestión, y tendiente a reducir el inventario en más del 50%:

· Realización de dos pruebas diarias por despacho. Se espera la práctica de 4.900 pruebas durante la vigencia de la medida.

· Descongestión de 50 casos mensuales por Despacho, en total 350 casos mensuales.

· Se espera el fallo de 1.225 casos al término de la vigencia de la medida.

Por último, le declaro expresamente, que las decisiones adoptadas por la Sala Administrativa hacen parte del propósito, preciso y puntual, de obtener una justicia al día, en todas sus jurisdicciones, por lo cual no se puede calificar de extraño, dentro de las actuales circunstancias, pero de atraso y congestión de la Rama Judicial, que nuestra Corporación, de manera técnica y previos análisis estadísticos, con medidores puntuales de congestión y de evacuación, hubiere diseñado las medidas aprobadas y, consecuencialmente, ordenara ejecutar integralmente el Plan Nacional de Descongestión y su Plan Complementario para la vigencia del año 2011.   

Sentado todo lo que antecede, empero, compartimos su afirmación en el sentido que “las decisiones sobre la Administración de la Justicia, tienen impacto sobre el conjunto de la Rama Judicial” y, por ello mismo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura aprobó, con fundamento en nuestras precisas facultades constitucionales y legales, en los estudios técnicos correspondientes, con sus índices de congestión, de productividad de los Despachos, acceso a la Justicia, tiempos procesales, de manera juiciosa, razonable y ponderada, las medidas en comento, no solo para la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura sino también para las demás Jurisdicciones, dependiendo de las necesidades y las particularidades propias de las diferentes Jurisdicciones, con el único propósito de descongestionar a la Rama Judicial y de ofrecer a la ciudadanía una justicia imparcial, eficiente, pronta, cumplida y expedita.  
Al expresarle al Sr. Presidente de la Corte Constitucional, mis más elevados sentimientos de consideración y aprecio, suscribo,  
JOSÉ ALFREDO ESCOBAR ARAÚJO

Presidente

CC: H. Magistrados Corte Constitucional
�  Sobre la distinción entre funcionarios y empleados judiciales
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